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a la construcción de paz y democratización. Aunque no hay una definición general de RSS, incluye procesos de 
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sector judicial. Una visión integral de reformas en la gobernanza de la seguridad es importante siempre y cuando 
estas reformas vayan más allá de la terminación de una guerra civil y se dirijan hacia la reducción de distintas 
manifestaciones de violencia y hacia la seguridad ciudadana. El documento introduce al debate internacional 
sobre RSS, presenta experiencias de distintas regiones y promueve un enfoque nuevo —RSS en la intersección entre 
Estado y sociedad—. Actores externos pueden apoyar procesos de RSS, pero no deben imponer reformas de talla 
única. El éxito de reformas profundas depende de estrategias hechas a la medida de los contextos específicos. 
Esto significa incluir en ellos equivalentes funcionales (e. g. autoridades tradicionales), siempre y cuando estas 
se rijan por los derechos humanos. También hay que incluir minorías étnicas y mujeres, tanto en el diseño como 
en las instituciones mismas.
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La reforma al sector seguridad como piedra 
angular de la construcción de paz y de Es-
tado en la posguerra es considerada una 
estrategia de aproximación relativamen-

te novedosa. Las reformas al sector seguridad 
—principalmente en lo que concierne a su control 
democrático y a la separación del gobierno civil 
de la regencia militar— fueron sin duda alguna un 
elemento esencial en la tercera ola de democrati-
zación (Diamond y Plattner, 1996). Pero solo hasta 
finales de la década de los noventa los primeros 
países empiezan a reconocer la reforma al sector 
de la seguridad como un requisito importante para 
las medidas de construcción de paz en la posgue-
rra1. El concepto reforma al sector seguridad (RSS) 
fue utilizado primeramente por el Gobierno del 
Reino Unido, con su Department for International 
Development (DFID) [Ministerio para el Desarrollo 
Internacional] como una de las organizaciones 
líderes de desarrollo que se encontraban activas 
en el campo (Clausen y Albrecht, 2021).

Aunque no existe una definición exacta de 
lo que es RSS, su objetivo general es “lograr armar 
un aparato de seguridad eficiente y efectivo que 
se pueda pagar” (Geneva Centre for Democratic 
Control of Armed Forces [DCAF], 2006, p. 3) y que 
esencialmente consiste en tener una fuerza de 
policía que funcione para lo doméstico, y una fuerza 
militar para la seguridad externa. Dentro de con-
textos posautoritarios, durante los primeros años 
de la “tercera ola de democratización”, el objetivo 

1	 Este documento se basa en los resultados y en las publi-
caciones del proyecto financiado por el DFG (Deutsche 
Forschungsgemeinschaft), denominado “SSR and the Sta-
bility of Postwar Peace” (KU1106/4-1 y AN 1181/1-1), el cual 
fue codirigido por las autoras en el German Institute for 
Global and Area Studies (GIGA) entre los años 2016 y 2019 
(véase en https://www.giga-hamburg.de/de/projekte/
security-sector-reform-stability-post-war-peace/).

principal de RSS se concentró en la construcción y 
fortalecimiento del control civil y democrático de 
las Fuerzas Armadas y de la Policía (Croissant y 
Kuehn, 2017). Aunque RSS de posguerra comparte 
algunos de los objetivos y patrones generales de 
los ambientes posautoritarios, también existen 
algunos desafíos adicionales, entre otros, cómo 
manejar a los actores armados no estatales y el 
desarme, la desmovilización y la reintegración (DDR) 
de los grupos armados no estatales (Giustozzi, 
2012; Munive y Stepputat, 2015). Nociones más 
amplias de gobernabilidad de seguridad o sistema 
de seguridad incluyen el fortalecimiento de la 
independencia del sistema judicial y del Estado de 
derecho (Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos [OCDE], 2005; Sedra, 2017; 
Donais y Barbak, 2021). Por ende, RSS es un esfuerzo 
altamente transformador que busca (aunque sea 
teóricamente) aumentar la seguridad del grueso 
de la población y la responsabilidad de aquellos 
que la están prestando. En países en una situación 
de posguerra, RSS a menudo es asumida por un 
Estado junto con socios domésticos e internacio-
nales, que buscan la mejora de la seguridad y la 
justicia para sus ciudadanos (Jackson y Bakrania, 
2018; Andersen, 2011). La seguridad es conside-
rada como una necesidad para la paz duradera. 
La orientación para cualquier reforma del sector 
seguridad es la mejora de la gobernabilidad del 
sector seguridad, cerciorándose de que las insti-
tuciones de seguridad rindan cuentas, se puedan 
pagar, sean efectivas y que realmente respondan 
a las necesidades de la gente (DCAF, 2015).

En 2005, la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económicos (OCDE) creó el 
“Manual de la OCDE DAC sobre reforma al sistema 
de seguridad. Apoyar la seguridad y la justicia”, co-
nocido por su nombre original en inglés [“OECD DAC 

https://www.giga-hamburg.de/de/projekte/security-sector-reform-stability-post-war-peace/
https://www.giga-hamburg.de/de/projekte/security-sector-reform-stability-post-war-peace/
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Handbook on security system reform. Supporting 
security and justice”] (2005; 2007), como principio 
orientador para cualquier tipo de actividades en 
el campo. El manual declara que RSS debe estar 
“centrada en la gente, local y fundamentada en 
normas democráticas y principios de derechos 
humanos y en el Estado de derecho” (OCDE, 2007). 
Menciona, además, que los recursos necesitan 
estar asociados a las capacidades y presupuestos 
locales y que los métodos de aproximación deben 
ser a largo plazo (OCDE, 2009, p. 4). Estos principios 
orientadores se han traducido adicionalmente 
en esfuerzos nacionales en RSS, por ejemplo, la 
estrategia interministerial del Gobierno alemán 
para apoyar RSS (Gobierno Federal Alemán, 2019). 
Aunque existen estos principios orientadores, RSS 
ha sido conducida y fuertemente financiada por 
la comunidad internacional y un sinnúmero de 
donantes, como el Banco Mundial, lo cual tiene 
implicaciones importantes para su diseño, proce-
samiento e implementación (OCDE, 2005; 2007). 
En consecuencia, estos programas fueron en gran 
medida jerárquicos, estaban desprovistos de apro-
piación local e incluyeron unas medidas bastante 
tecnocráticas. Simultáneamente, la Resolución del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 2151 
sobre RSS (2014) reconoce el “derecho soberano” 
de los respectivos países y sus gobiernos “para 
determinar la estrategia de aproximación nacional 
y las prioridades” de este proceso. Por ende, RSS es 
un proceso complejo y a menudo contencioso en 

el cual la pregunta por quién lidera depende muy 
a menudo de la voluntad política y los intereses de 
las élites nacionales, al igual que de los intereses 
económicos y geoestratégicos de la comunidad 
internacional y los donantes bilaterales. Afganistán 
es apenas el ejemplo más obvio y reciente de lo 
difícil que es este proceso y lo rápido que puede 
fracasar. 

En este documento de trabajo, hacemos un 
balance de la reforma al sector seguridad después 
de la guerra a nivel mundial y discutimos aspectos 
conocidos y desconocidos de los casos alrede-
dor del mundo. Primero presentamos un estudio 
cuantitativo basado en una muestra amplia de 
países, para analizar las incidencias, distribución e 
implementación de RSS. Luego pasamos a ejemplos 
de casos específicos para discutir los problemas 
y los desafíos, tales como las tensiones entre la 
participación internacional y la apropiación local; 
el fortalecimiento del Estado versus las tendencias 
autoritarias. Después tratamos la secuencia de RSS; 
al igual que las políticas de RSS. Seguidamente 
discutimos RSS y las relaciones Estado-sociedad, 
y en específico, estrategias inclusivas a la RSS en 
relación a género o etnicidad. Luego nos referimos 
a las reformas judiciales como parte de una RSS 
holística; y el papel de los actores no estatales y 
los equivalentes funcionales en la prestación de 
la seguridad. Finalmente, discutimos los desafíos 
de RSS en Colombia y resumimos los resultados 
del estudio.
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Los programas RSS de la primera generación 
se distinguieron por estar centrados en el 
Estado y por ser un concepto dominado 
por Occidente, con una serie de estructuras 

fijas e inflexibles (Schroeder y Chappuis, 2014, 
p. 134). Con base en experiencias de reforma 
en Europa Occidental, el plan que se buscaba 
reproducir era el modelo del Estado weberiano 
con el monopolio del legítimo uso de la fuerza 
física controlado democráticamente. De manera 
simultánea, las operaciones RSS sobre el terreno 
fueron en su mayoría guiadas por una serie de 
consideraciones técnicas y gerenciales con muy 
poca contextualización del aspecto transformativo, 
y a menudo excluían a aquellos más afectados 
por la inseguridad, es decir, la gente de a pie. 
Las diferencias en la formación de Estado y en la 
constitución cultural e histórica de las sociedades 
objeto de RRS fueron a menudo ignoradas. Por 
tanto, no ha de sorprendernos que estos intentos 
hayan sido fuertemente criticados por un sinnúmero 
de académicos en ese campo (Ortiz-Ayala, 2021; 
Sedra, 2018; Ansorg y Gordon, 2019; Kurtenbach y 
Ansorg, 2020). Hay dos aspectos que son relevantes 
aquí (véase Ansorg y Gordon, 2019): por un lado, 
los programas RSS impulsados internacionalmente 
a menudo están guiados por un marco normativo 
muy específico que siempre supone el ya mencio-
nado modelo clásico de Estado weberiano como 
modelo único2 (Schroeder y Chappuis, 2014, p. 
134) para el sector seguridad. Por otro lado, en la 
práctica, la implementación de estos principios 
normativos a menudo es víctima de la necesidad 
cortoplacista de lograr estabilizar un país tras una 
guerra devastadora (Jackson, 2018; Sedra, 2018). 

2	 En inglés, “classical Weberian model of statehood as an 
exclusive template”.

Las implicaciones de estos dos aspectos son, pri-
mero, la falta de atención a los contextos locales 
específicos, a las normas y modelos que a lo mejor 
no se adecuan a un ideal fijo del sector seguridad, 
pero que podrían construirse de manera diferente 
en un contexto diferente. Segundo, priorizar la 
estabilización por encima del cambio nos obliga a 
usar conceptos tradicionales de seguridad, como 
aquellos centrados en el Estado, mientras igno-
ramos los aspectos de seguridad humana (Call y 
Stanley, 2001).

Una “diferencia contextual-conceptual” entre 
los marcos de RSS y las realidades específicas en 
países afectados por una guerra ya se identificó en 
2002 (Chanaa, 2002). Existen numerosos estudios 
de caso sobre programas importantes de RSS alre-
dedor del mundo que evidencian este problema: 
los hallazgos de países como Sierra Leona (e. g. 
Albrecht y Jackson, 2014a; 2014b), Liberia (e. g. 
Podder, 2013), Kosovo (e. g. Lemay-Hébert, 2013; 
Holohan, 2016), Bosnia y Herzegovina (e. g. Ma-
rijan, 2017; Klopfer et ál., 2012), Afganistán (e. g. 
Sedra, 2014; 2007; Ayub et ál., 2009) o Irak (e. g. 
Rathmell, 2005; Sedra, 2007) han demostrado 
que, en la práctica, la RSS a menudo se reduce a 
un ejercicio técnico que se enfoca en construir la 
capacidad de las instituciones del sector seguridad. 
Simultáneamente, muchos esfuerzos de reforma 
internacional previos carecen de una estrategia 
integral y coordinada para desarrollar instituciones 
locales que tengan la aceptación y confianza de 
la población. Esto eventualmente conduce a la ya 
mencionada diferencia entre las políticas de RSS y 
las realidades en el terreno (Gordon, 2014; Albrecht 
y Jackson, 2014b; Jackson, 2018; Sedra, 2018). A 
ello se añade el dilema entre priorizar la estabilidad 
en el corto plazo o construir la paz y desarrollar 
las instituciones, a largo plazo. Por tanto, las élites 
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dominantes socavaron reformas de fondo en el 
periodo posterior a la guerra, como se evidencia 
en los casos de El Salvador o Guatemala (Pearce, 
2010; Kurtenbach, 2013). 

En la última década, aproximadamente, se 
han seguido desarrollando los conceptos y la im-
plementación de RSS aún más: las críticas a los 
modelos centrados en el Estado motivaron un 
cambio en la forma de pensar entre quienes dise-
ñan las políticas. La crítica normativa en la literatura 
sobre RSS puede asociarse a un debate más amplio 
sobre los desafíos para la construcción de Estado 
y la construcción de la paz. Un debate que discuta 
ampliamente la agenda de paz a nivel internacio-
nal y exija mejor inclusión y reconocimiento de la 
agencia y las necesidades locales de seguridad en 
la búsqueda de paz en la posguerra. En especial, 
académicos de la escuela crítica de construcción 
de paz, como Richmond (2011), MacGinty (2014; 
2011), Autesserre (2017; 2010) y Paffenholz (2010), 
han señalado la importancia de una mayor inclusión 
de la sociedad civil, autoridades locales y otros 
grupos marginados tales como las mujeres o las 
juventudes. También señalaron la necesidad de 
ir más allá del nivel del Estado y usar el potencial 
de los sistemas de gobernanza híbrida para la 
estabilidad y una paz duradera. 

Existe también una segunda generación de 
RSS, en la cual se reconoce la apropiación de los 
actores domésticos, y los actores locales no es-
tatales están más involucrados en los esfuerzos 
constructores de paz y seguridad. Investigaciones 
recientes han recopilado una gran cantidad de 
evidencia sobre nuevos enfoques de RSS y sus impli-
caciones en terreno, tales como modelos híbridos 
del sector seguridad en África y en otros lugares 
(véanse Bagayoko et ál., 2016; Schroeder et ál., 
2014). Los donantes internacionales, en parte como 
respuesta a los académicos de RSS, han empezado 
a incluir a otros actores, además de los actores del 
Estado, en las políticas y principios orientadores 
de RSS (e. g. Organización de las Naciones Unidas 
[ONU], 2014). 

No obstante, aunque existe un cambio gene-
ral en los conceptos y en el diseño de RSS y este se 
reconoce en los círculos de política internacional 
al igual que en las investigaciones más recientes 
sobre la materia, sigue abierto el carácter político 
y las implicaciones de RSS; además de una visión 
amplia y la implementación de esta en un ambiente 
volátil y dinámico de posguerra. Especialmente, 
hace falta una exploración de los patrones de 
variaciones que pueden ocurrir dentro de esta 

nueva o segunda generación de reforma al sector 
seguridad (Jackson, 2018); hace falta explorar la 
agencia de las comunidades locales y la gente en 
el terreno en el proceso de reforma y en las resul-
tantes instituciones de seguridad. Investigaciones 
previas (véanse Ansorg y Gordon, 2019; Ansorg 
y Haastrup, 2018; Ansorg y Kurtenbach, 2017) 
han demostrado que persiste una desconexión 
entre los procesos de reforma y las instituciones 
de seguridad que son reformadas, por un lado, y 
las necesidades de seguridad y orden local de la 
comunidad, por el otro.

Adicionalmente, mientras que los esfuerzos 
que en su mayoría son conducidos localmente, tales 
como en Sudáfrica después del Apartheid (Africa, 
2011), pueden ser deseables, existe una dificultad, 
particularmente, en casos de conflictos más graves: 
debido a años de desconfianza y violencia entre las 
partes en guerra, no siempre se logra la coopera-
ción inmediata de los antiguos adversarios. En estos 
casos, los actores internacionales pueden fungir 
como terceros garantes contra nuevos brotes de 
violencia y apoyar cualquier esfuerzo de reforma 
al sector seguridad (Walter, 2002). Investigaciones 
previas hallaron que las intervenciones de terceros, 
como las fuerzas de paz de la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU), pueden, de hecho, 
facilitar el diálogo local entre los grupos, lo cual 
disminuye la violencia (Smidt, 2020). Otros argu-
mentan que no es la construcción de paz lo que 
constituye el problema per se, sino más bien la falta 
de financiamiento y el tipo de mandatos: si la ONU 
hubiese invertido más fondos en las operaciones 
de construcción de paz con mandatos más fuertes, 
entonces el conflicto armado más preponderante 
se hubiese logrado reducir (Hegre et ál., 2019). Esto 
nos señala un aspecto importante que aparece una 
y otra vez en las discusiones con los actores locales 
de construcción de paz y de reforma al sector 
seguridad: si bien en algunos casos se necesita 
participación internacional, las sociedades en pos-
guerra a menudo sufren de una falta de inversión 
para implementar ideas radicales o creativas que 
no estén alineadas con las agendas de los grandes 
donantes internacionales. Y aunque los procesos 
conducidos localmente, como en Sudáfrica, son 
generalmente percibidos como “exitosos” por los 
observadores, con el pasar del tiempo también son 
percibidos cada vez de forma más crítica debido 
a los altos niveles de corrupción y a la politización 
del sector de seguridad (Cawthra, 2019).

Ciertos aspectos de la reforma al sector se-
guridad a menudo son acordados durante un 
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proceso de paz en una negociación y luego son 
formalizados en un acuerdo de paz, el cual es 
firmado por las partes beligerantes involucradas. 
Algunos aspectos solo podrán ser decididos más 
tarde, pero es en el acuerdo de paz donde se 
prepara el escenario para el periodo de posguerra 
y la construcción de paz. 

Hemos revisado acuerdos de paz y su im-
plementación alrededor del mundo con la ayuda 
de los datos obtenidos por la base de datos de 
la Matriz de Acuerdos de Paz y su Implementa-
ción [Peace Accord Matrix Implementation Data-
set (PAM)] (Joshi et ál., 2015). Esta base de datos 
contiene informaciones sobre el grado en el cual 
las disposiciones halladas dentro de acuerdos 
de paz intraestatales generales terminan siendo 
implementadas en la década posterior a la firma 
de un acuerdo de paz. Estamos específicamente 
interesadas en disposiciones relacionadas con 
el sector seguridad y escogimos las siguientes 
variables: desmovilización, desarme, reintegración, 
reforma militar, reforma policial, reforma judicial y 
grupos paramilitares. 

Esta base de datos viene con una variable 
binaria si cualquiera de estas áreas es mencionada 
dentro del acuerdo de paz. También incluye datos 
sobre la implementación de las disposiciones, que 
se califica con una escala que va de 0 a 3, donde 
una calificación de 0 indica que no hubo imple-
mentación, 1 indica una implementación mínima, 
2 que hay una implementación intermedia, y una 
calificación de 3 indica que hay una implementación 
plena de una disposición particular en la década 
posterior a la firma del acuerdo de paz. La PAM 
comienza definiendo los puntos de referencia 
que se van a emplear para la implementación y 
luego usa narrativas cualitativas para codificar la 
implementación en un año en particular (Joshi et 
ál., 2015). Mientras que esto por lo menos permite 
algún tipo de monitoreo de las disposiciones de 
los acuerdos de paz después de la guerra, la ope-
ratividad es muy minimalista y está abierta a varias 
interpretaciones. Adicionalmente, el umbral entre 
las categorías no siempre es muy claro de detectar, 
e. g., ¿cuáles son los indicadores que nos señalan 
si la implementación pasa de mínima a interme-
dia? Hay que tener presentes estas deficiencias al 
examinar los datos.

La tabla 1 nos muestra una visión general 
de las distintas disposiciones de RSS y su imple-
mentación. Como era de esperarse, las áreas de 
mayor interés para las antiguas partes beligerantes, 
como la desmovilización (72 %), desarme (81 %), 

reintegración (78 %), o la reforma militar (75 %), 
son mencionadas en la mayoría de acuerdos de 
paz. La reforma a la Policía es un tema menos pro-
minente, pero aun así continúa apareciendo con 
cierta frecuencia (69 % de los acuerdos de paz). 
Los temas menos mencionados en los acuerdos 
de paz son la reforma al sistema judicial y grupos 
paramilitares (46 %, respectivamente). 

Tabla 1. Disposiciones sobre RSS 
dentro de acuerdos de paz amplios y 

su implementación, 1989-2012

Área 
Disposicio-
nes dentro 

de acuerdos 
de paz

Implementación de  
estas disposiciones

Desmovili-
zación

72 %

0 – no se 
implementaron

36 %

1 13 %

2 19 %

3 – totalmente 
implementadas

32 %

Desarme 81 %

0 29 %

1 21 %

2 26 %

3 24 %

Reintegra-
ción

78 %

0 34 %

1 14 %

2 29 %

3 23 %

Reforma 
militar 

75 %

0 32 %

1 14 %

2 29 %

3 25 %

Reforma 
policial

69 %

0 47 %

1 7 %

2 25 %

3 21 %

Reformas 
al sistema 

judicial
46 %

0 63 %

1 6 %

2 14 %

3 13 %

Grupos 
paramilitares

46 %

0 56 %

1 4 %

2 18 %

3 22 %
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La tabla 1 también incluye información sobre 
la implementación de disposiciones mencio-
nadas en acuerdos de paz. De nuevo, para las 
áreas como la desmovilización, el desarme, la 
reintegración o la reforma militar, podemos ver 
un amplio rango de implementación; vemos que, 
por lo general, un cuarto de las disposiciones 
mencionadas también han sido implementadas 
en su totalidad. La situación cambia cuando pa-
samos a otras áreas, como la reforma policial, la 
reforma judicial o los grupos paramilitares. Aquí, la 
mayor parte de las disposiciones en los acuerdos 
de paz no son implementadas en lo absoluto, 
con un 47 % de disposiciones sobre reforma a 
la Policía, 63 % de disposiciones sobre reforma 
al sistema judicial y un 56 % de disposiciones 
sobre los grupos paramilitares, que no han sido 
implementadas.

Los datos que existen en cuanto a las dispo-
siciones sobre RSS dentro de acuerdos de paz, al 
igual que su respectiva implementación, mues-
tran claramente que ha habido una priorización 
de ciertos aspectos sobre otros. Esto representa 
un problema para muchos países que están en 
posguerra, particularmente unos cuantos años 
después de la firma de un acuerdo de paz, cuando 
los grupos armados ya han sido desmovilizados, 
desarmados y reintegrados, y las Fuerzas Milita-
res han sido reformadas, pero no ha acontecido 
una reforma holística al sector seguridad. Esta 
situación a menudo conduce a impunidad y vio-
lencia generalizadas por parte de las fuerzas de 
seguridad, acompañadas casi siempre de una 
actividad paramilitar bastante generalizada (Trejo 
et ál., 2018). 

El Salvador es un caso que vale la pena re-
saltar aquí, ya que la RSS fue un tema central en el 
Acuerdo de Paz de Chapultepec de 1992, el cual 
formuló las disposiciones más importantes: 
•	 El desarme, desmovilización y la reintegración 

de los combatientes del Frente Farabundo 
Martí de Liberación Nacional (FMLN).

•	 Creación de una institución de policía civil 
totalmente nueva cuyos miembros provinieran 
de la antigua policía (personal militar) y del 
FMLN (30 por ciento de cada uno) y un 40 por 
ciento sin ningún antecedente institucional. 
Se exigió que todos los miembros tuvieran 
que pasar por una academia de policía nueva 
que promueva un pénsum académico civil y 
democrático.

•	 Un mandato nuevo a las Fuerzas Armadas 
que se limite a prestar seguridad externa.

•	 Aumentar la independencia del sistema 
judicial.

•	 Una comisión de la verdad con un mandato 
fuerte.

De conformidad con dichas disposiciones, El 
Salvador se convirtió en el modelo para la agenda 
de construcción de paz de las Naciones Unidas. 
No obstante, las reformas profundas se vieron 
afectadas por un discurso del Gobierno acerca 
del peligro del aumento de la violencia, lo cual 
condujo a que las Fuerzas Armadas continuaran 
teniendo un papel en la seguridad pública. Una 
amnistía general para todos los crímenes de guerra 
sentó las bases para la impunidad por la violencia 
pasada y la presente. Las recomendaciones de la 
Comisión de la Verdad fueron rechazadas, por lo 
que las relaciones de poder tradicionales prevale-
cieron. Incluso cuando el partido derechista Arena 
perdió las elecciones frente al FMLN en el 2009, 
este no pudo o no estuvo dispuesto a introducir 
cambios significativos3. 

¿Será que la implementación de disposi-
ciones de policía y judiciales es más probable 
si vemos que también se están implementando 
otras disposiciones? La tabla 2 nos muestra los 
resultados de una regresión múltiple con la im-
plementación de la reforma al sistema judicial 
(columna 2) o la reforma policial (columna 3) 
como variables dependientes (resultado). Según 
los resultados estadísticos, la implementación 
de las disposiciones de la reforma judicial es 
más probable en tanto también se vea la aplica-
ción de las disposiciones policiales. Esto es muy 
significativo desde el punto de vista estadístico. 
La implementación de disposiciones en lo que 
respecta a reforma militar también se traduce en 
un papel positivo para la reforma judicial, a pesar 
de que a nivel estadístico su proporción no es tan 
preponderante. Llama la atención que las dispo-
siciones sobre apoyo de donantes dentro de un 
acuerdo de paz y su respectiva implementación 
sí se traducen en una contribución significativa a 
la implementación de disposiciones de reforma 
al sistema judicial. El año en que se celebra el 
acuerdo de paz tiene un papel negativo nota-
ble: acuerdos de paz más recientes están menos 
correlacionados con una implementación de 
disposiciones judiciales. 

3	 Para obtener los textos de los Acuerdos de Paz, véase United 
Nations Security Council, 1992; sobre las RSS de posguerra, 
véanse Stanley, 1999; Call, 2007; Kurtenbach, 2019; Kurten-
bach y Reder, 2021.
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En cuanto a la implementación de dispo-
siciones sobre reforma policial, el panorama es 
bastante similar, ya que se correlaciona con la 
implementación de reforma judicial y militar. En el 
caso de la implementación de la reforma policial, 
es interesante que la implementación de dispo-
siciones en cuanto al DDR y una línea de tiempo 
detallada para el acuerdo de paz también tienen 
un papel preponderante. El año del acuerdo de 
paz, en cambio, tiene un efecto opuesto cuando se 
trata de la implementación de la reforma policial: 
acuerdos de paz más recientes implican una mayor 
implementación de reforma policial. 

La figura 1 muestra la distribución regional 
de la implementación de las disposiciones de RSS, 
promediadas por país4. Como era de esperarse, 
encontramos el mayor número de acuerdos de paz 

4	 Ya que puede haber varios acuerdos de paz en un solo país, 
optamos por promediar el número de disposiciones que 
tienen sobre RSS y su respectiva implementación, para que 
se nos facilitara poder mostrarlo en un mapa mundial. 

en la región del África subsahariana y en el sureste 
asiático. El promedio más alto de disposiciones de 
RSS implementadas se encuentra, de hecho, en El 
Salvador y en Guatemala —en América Latina—; en 
Burundi y en Sudán —en África— y en Tayikistán —en 
Asia Central—; estas son regiones que en promedio 
tienen 7 disposiciones implementadas. Luego les 
siguen las regiones que en promedio tienen 6 
disposiciones implementadas, es decir, Angola, 
Congo-Brazzaville, Liberia, Mozambique y Ruanda 
—en África—; Camboya, India e Indonesia —en Asia—; 
y el Reino Unido (Irlanda del Norte) —en Europa—. 
Guinea-Bisáu tiene un acuerdo de paz, pero, a la 
fecha, no ha implementado disposiciones sobre RSS. 

La verdadera y real implementación de dis-
posiciones de RSS depende de una serie de dis-
tintos factores, y típicamente es un tema bastante 
debatido en países en posguerra. En la sección 
siguiente vamos a discutir los problemas y desafíos 
de RSS, ilustrándolos con estudios de caso de todo 
el mundo. 

Tabla 2. Probabilidad de implementar disposiciones sobre reforma policial o judicial 

Implementación de reforma 
judicial

Implementación de reforma  
a la Policía

Implementación de reforma militar 0.226* (0.128) 0.325** (0.128)

Implementación de reforma policial 0.380*** (0.124)

Implementación de reforma judicial 0.555*** (0.135)

DDR -0.013 (0.058) 0.139** (0.054)

Año -0.076*** (0.028) 0.069** (0.030)

Implementación de una línea de tiempo 
detallada

0.218 (0.309) 1.212*** (0.311)

Implementación de apoyo de los donantes 0.295*** (0.101) 0.134 (0.111)

Implementación de fuerza regional para 
mantener la paz

0.163 (0.118) -0.367*** (0.128)

Constante 150.000*** (56.367) -141.544** (59.404)

N 323 323

Probabilidad de registro (Log Likelihood) -188.807 -170.869

***p<.01, **p<.05, * p<.1
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Figura 1. Distribución regional de la implementación de disposiciones de RSS 

Promedio de 
disposiciones de 
RSS implementadas

Fuente: elaboración propia empleando la base de datos de la PAM (Joshi et ál., 2015).
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Después de la guerra, cuando la confianza 
entre las partes en conflicto es baja y la 
inseguridad en el país es alta, se vuelve 
un imperativo hacer una reforma al sec-

tor seguridad, pero esto suele implicar múltiples 
desafíos. En esta sección, vamos a explorar aque-
llos que ejercen mayor presión: la cuestión del 
compromiso internacional y apropiación local; el 
dilema entre fortalecer el Estado y las tendencias 
autoritarias. Estos desafíos difieren bajo distintos 
contextos, y muy a menudo se ven determinados 
por la existencia de un acuerdo de paz en el cual 
las reformas al sector seguridad han quedado 
explícitamente acordadas. Por lo menos a nivel 
teórico, RSS debe ser algo mucho más directo con 
un mínimo consenso, aunque ello no signifique 
que esté libre de desafíos.

Compromiso internacional 
y apropiación local

Si bien crece el reconocimiento de la necesidad de 
desarrollar la “apropiación local” —la integración y el 
control de las élites nacionales y las comunidades 
locales para la construcción de paz y, específica-
mente, la RSS (Baker y Scheye, 2007; Oosterveld y 
Galand, 2012)—, los contextos y actores locales no 
suelen estar sistemáticamente involucrados en el 
desarrollo o en la implementación de estrategias 
relacionadas. En cambio, estos procesos a menudo 
son dirigidos por organismos internacionales y 
donantes bilaterales. Esto se debe primordialmente 
a la naturaleza misma de los procesos de paz: a que 
las partes en guerra casi nunca confían una en la 
otra, y a que, sin el compromiso de la comunidad 
internacional o de un tercero externo, por lo gene-
ral estas ni siquiera inician las conversaciones de 

paz (véase Walter, 2002). Otro aspecto relevante 
para tener en cuenta es la financiación: países en 
posguerra no cuentan con los fondos suficientes 
para implementar programas de paz integrales, 
así que dependen de la ayuda externa. 

Sin embargo, esta ayuda nunca viene sin 
condiciones. Los organismos internacionales y 
los financiadores bilaterales provenientes del norte 
global, en particular, tienen en mente un objetivo 
claro de reforma: a pesar de que el paradigma de 
la paz liberal ha sido criticado con frecuencia por 
la comunidad académica, aún es muy prevalente 
en cuanto a estrategias y planes de la comunidad 
internacional (Finkenbusch, 2021). Cuando se trata 
de programas de RSS, se impone un prototipo 
occidental, muy centrado en el Estado que busca 
(re)establecer el monopolio de la fuerza en manos 
del Estado. Esto implica la expectativa de que el 
Estado sea fortalecido y reformado, que las insti-
tuciones sean (re)construidas y que, con el paso 
del tiempo, se logren (re)introducir elementos 
democráticos. 

No obstante, estas estrategias del norte glo-
bal no siempre funcionan en ambientes que son 
naturalmente diferentes en lo económico, histórico 
y cultural en el sur global (Schroeder y Chappuis, 
2014). La evidencia empírica nos muestra una brecha 
muy clara entre la política de los donantes podero-
sos y la praxis de RSS en contextos frágiles en el sur 
global que persiste hasta nuestros días (Albrecht y 
Jackson, 2014b; Jackson, 2018; Sedra, 2018).

El caso de Afganistán es el ejemplo más re-
ciente: el proceso de RSS y de construcción de paz 
fue dirigido en buena medida por fuerzas externas 
y en realidad nunca fue enteramente aceptado por 
gran parte de la sociedad afgana (Sedra, 2014). 
A ello se suma la complejidad de la misión, en la 
que intervinieron varios países, con objetivos y 
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pretensiones a veces divergentes. Mientras los EE. 
UU. favorecían la solución militar para enfrentar las 
amenazas a la seguridad en las provincias afganas, 
otros países, como Alemania e Italia, trabajaron 
en la inclusión de la sociedad civil, en especial 
en el campo de reformas a la Policía y al Poder 
Judicial5. La participación de la Unión Europea (UE) 
y la Organización del Tratado del Atlántico Norte 
(OTAN) en Afganistán creó dificultades adicionales 
en la coordinación de los esfuerzos de reforma. 
Afganistán es el ejemplo de un modelo de RSS 
que no toma en cuenta los diferentes contextos 
culturales, históricos y económicos existentes en el 
sur global, y que más bien les dio prioridad a los 
intereses de los donantes internacionales sobre 
las preocupaciones locales. Este caso también nos 
muestra cómo un enfoque centrado fuertemente 
en lo militar no funciona sin la aceptación de las 
comunidades locales. 

El principio de contextualización en reformas 
al sector seguridad y el llamado a insertarlas en la 
historia, cultura y tradición de un país en posguerra 
está muy vinculado a la cuestión de la apropiación 
local (Sedra, 2007, p. 9). Si queremos rechazar 
los modelos de RSS universales, una perspectiva 
más crítica con respecto a la seguridad nos exige 
una mejor comprensión de estrategias locales 
para construir la seguridad y la paz, de modo que 
aumenten la legitimidad y la aceptación entre el 
público. En sociedades de posguerra con una alta 
participación de actores internacionales, ello puede 
significar crear modelos híbridos de seguridad 
perfilados mediante la combinación de modelos 
domésticos e internacionales, por ejemplo, por 
parte de la ONU y los actores locales de seguridad, 
o combinar instituciones de seguridad formales e 
informales (Krause, 2012; MacGinty, 2011; Schroe-
der et ál., 2014). Los estudios críticos en seguridad 
sostienen que instituciones informales no estatales, 
como grupos vecinales de seguridad pueden ser 
prestadores de seguridad mucho más eficientes 
que instituciones estatales débiles, en las cuales no 
hay confianza (Denney, 2014). Por ende, algunos 

5	 Aunque existían los objetivos normativos de las intervenciones 
externas, durante la intervención internacional de 20 años en la 
RSS en Afganistán (2001-2021), la mayor parte de los recursos 
se destinó al Ejército, y solo se destinó una parte mucho más 
pequeña para el Poder Judicial y la sociedad civil. El Gobierno 
alemán informó en octubre de 2021 que la mayor parte se 
destinó a la cooperación militar y fue de 17 300 millones de 
euros, mientras que solo se destinaron 2500 millones de euros 
a la cooperación para el desarrollo, y otros 2500 millones de 
euros a proyectos políticos del Ministerio de Asuntos Exteriores 
[Auswärtiges Amt] (https://www.zdf.de/nachrichten/politik/
afghanistan-einsatz-kosten-milliarden-100.html).

investigadores afirman que RSS debe integrar 
disposiciones informales de seguridad como un 
mecanismo transicional (Sedra, 2010).

Aunque distintas investigaciones indican que 
los actores externos deben involucrarse y participar 
junto con los proyectos existentes iniciados local-
mente, muy frecuentemente la energía y la voluntad 
política son muy limitadas para profundizar la com-
prensión de los aciertos y desaciertos de las refor-
mas de seguridad conducidas localmente (Chanaa, 
2002). Los efectos son mixtos: en ocasiones estas 
reformas conducen a una situación mucho más 
pacífica; a veces exacerban la relación conflictiva 
que ya existía entre las partes en guerra. Además, 
no todos los aspectos de contextualización pueden 
tener un efecto positivo en la paz de posguerra: 
en ocasiones, puede ser necesario reformar las 
instituciones defectuosas del preconflicto. En los 
casos en que se demostró que las instituciones 
de preconflicto eran disfuncionales y estas se re-
emplazaron con otras instituciones mucho más 
incluyentes, la recurrencia de la violencia puede 
ser menos probable (Ansorg y Kurtenbach, 2017). 
En otros casos, las instituciones preconflicto que 
funcionaban bien pueden ser necesarias para la 
cohesión en la sociedad, y una reforma podría 
ponerla en peligro y conducir a un conflicto nuevo. 
Por tanto, el efecto causal que una contextualiza-
ción de RSS tenga en el establecimiento de la paz 
depende de las circunstancias y el efecto de las 
instituciones de preguerra y posguerra. 

En la República Democrática del Congo 
(RDC), la misión de la ONU, denominada Monusco 
(y a partir del año 2010, denominada 1998-2010: 
Monuc), es recordada negativamente por distan-
ciarse de las comunidades locales. Se consideró 
que falló en su intento de construir un sector de 
seguridad funcional (Autesserre, 2010). Aunque, 
con más de 22 000 tropas, fue la mayor misión de 
la ONU en su tiempo, no fue capaz de controlar o 
de manejar la inseguridad generada por grupos 
rebeldes en un país tan grande como toda Euro-
pa occidental, y sobre un terreno prácticamente 
inaccesible. A todo lo anterior se suman décadas 
de devastadora explotación colonial, seguidas 
por el sistema neopatrimonial y cleptocrático del 
líder autoritario Mobutu Sese Seko. La población 
siempre ha confiado poco en el Estado, especial-
mente en el sector seguridad, y este no ha hecho 
más que deteriorarse por las violaciones a los 
derechos humanos por parte del Ejército y de 
la Policía congolesa en los últimos años (Baaz y 
Stern, 2017). Los esfuerzos de la ONU y la UE para 

https://www.zdf.de/nachrichten/politik/afghanistan-einsatz-kosten-milliarden-100.html
https://www.zdf.de/nachrichten/politik/afghanistan-einsatz-kosten-milliarden-100.html
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reformar el aparato militar y a la Policía estuvieron 
guiados por un marco estructural occidental para un 
sistema de seguridad, sin considerar ni adaptarse 
al contexto específico que representa la RDC. Existe 
una desconexión fundamental entre la construcción 
de paz y los esfuerzos locales en comunidades 
afectadas por la violencia étnica y la guerra, por 
un lado, y los esfuerzos adelantados por parte de 
la comunidad internacional para armar un Estado 
funcional, por otro.

En algunos de los casos más prominentes de 
la posguerra y del posacuerdo, tales como Bosnia, 
Kosovo o Timor Oriental, hubo una participación 
internacional considerable en el proceso de RSS que 
sirvió como garante y estabilizador para el ambiente 
inmediato de guerra. Sin embargo, mientras que 
este alto control del proceso de reforma por parte 
de la comunidad internacional pudo haber tenido 
un primer efecto estabilizador, este conlleva el 
riesgo de que, eventualmente, las instituciones 
creadas no sean aceptadas por las sociedades 
locales —esto es algo que los estudios críticos sobre 
seguridad y de paz han señalado reiteradamente 
(Paffenholz, 2010; MacGinty y Richmond, 2013). 
Aunque instituciones de seguridad tales como la 
Policía y el Ejército se configuraron relativamente 
rápido, como nos muestran los casos de Bosnia, 
Kosovo o Liberia, el proceso carece de la crea-
ción real de instituciones que sean aceptadas por 
grandes porciones de la sociedad (véase Ottaway, 
2002). Adicionalmente, puede que el país se logre 
estabilizar, pero persistan tensiones subyacentes.

La crisis actual en Bosnia-Herzegovina nos 
sirve como ejemplo de la fragilidad de reformas 
conducidas desde el exterior, incluso treinta años 
después del fin de la guerra (International Crisis 
Group, 2021b). Las tensiones subyacentes entre 
la parte bosnia y la parte serbia del Estado jamás 
fueron resueltas, y en cambio se perpetuaron por 
el acuerdo de paz de Dayton de 1995. Mientras 
que la repartición del poder territorial entre la 
Federación de Bosnia y Herzegovina y la Repú-
blica Srpska [República Serbia de Bosnia] fue un 
requisito necesario para poder llevar a las partes 
en guerra a la mesa negociadora, este afianzó 
las divisiones dentro del país por años, y abrió la 
puerta al conflicto continuado con la Federación 
de Bosnia y Herzegovina. La República Srpska 
mantiene a su propia policía y sistema de cortes, 
y hasta el 2006 también mantenía su ejército. Sin 
embargo, el ejército de esa entidad fue abolido 
como una precondición de la OTAN para que Bosnia 
fuera admitida al programa Asociación para la Paz 

[Partnership for Peace]. La República Srpska aún 
tiene el apoyo del Gobierno serbio, el cual respal-
da específicamente la reforma de la Policía y de 
otras instituciones de seguridad. Esta separación 
territorial y de seguridad puso las bases para que 
continúe el conflicto entre las dos entidades.

El fortalecimiento del sector seguridad en 
Kosovo mostró ser incluso más desafiante. La mi-
sión de la ONU en Kosovo fue una de las primeras 
misiones integrales que unió la construcción de 
la paz con el establecimiento de estructuras de 
gobernabilidad y una reforma integral del sector se-
guridad. Después de la guerra 1998-1999, cuando 
Kosovo se separó de Serbia y Montenegro, Kosovo 
no era una entidad gubernamental funcional. La 
Misión Interina de la ONU para administrar Kosovo 
(UNMIK) fue creada con el fin de brindar una admi-
nistración interina bajo la cual el pueblo de Kosovo 
pudiese gozar de una autonomía sustancial. El 
proceso de reforma al sector seguridad y la misión 
se vieron fuertemente impulsados por la agenda 
internacional, con muy poca retroalimentación 
por parte de los representantes del gobierno de 
Kosovo o de la sociedad civil (Blease y Qehaja, 
2013, p. 7). Se acompañaron de una campaña de 
discurso público que supuestamente aumentaría 
la transparencia y la comprensión en la sociedad 
de Kosovo. No obstante, la multitud de actores en 
el sector seguridad creó más confusión respecto 
a quién era el responsable de generar seguridad 
y orden (Blease y Qehaja, 2013). 

Una situación algo diferente aconteció en 
Timor Oriental, que logró su independencia de 
Indonesia en 2002. En 1999, la Administración Tran-
sicional de la ONU [UN Transitional Administration 
in East Timor (Untaet)] se creó con el objetivo de 
administrar el territorio y hacerles seguimiento a 
los preparativos para su plena independencia. Una 
parte de ese proceso también fue crear un sector 
de seguridad funcional, en cooperación con el 
liderazgo de Timor Oriental. Sin embargo, el grupo 
Falintil - Forças de Defesa de Timor Leste (F-FDTL) 
enfrentó un sinnúmero de desafíos asociados a la 
transición de pasar de ser una fuerza guerrillera a 
un ejército regular, al igual que rivalidades regio-
nales y políticas dentro de la fuerza. La crisis escaló 
en el 2006, cuando los soldados de la guerrilla 
F-FDTL y sus seguidores se tomaron las calles. La 
Policía Nacional de Timor Oriental [Policía Nacional 
Timor-Leste (PNTL)] no pudo contener la protesta, 
lo cual llevó al primer ministro Alkatiri a convocar 
al ejército, que no tenía experiencia en control de 
multitudes. La lucha aconteció entre las distintas 
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facciones de las fuerzas de seguridad, sus segui-
dores, al igual que civiles armados (Kocak, 2018). 
Tres manifestantes y nueve policías desarmados 
fueron asesinados. La crisis condujo al regreso de la 
Fuerza de Estabilización Internacional [International 
Stabilisation Force (ISF)] dirigida por Australia y al 
desmantelamiento de la mayor parte de la Policía 
y del Ejército. La situación solo se calmó con la 
renuncia del primer ministro Alkatiri, y el canciller 
Ramos-Horta fue nombrado como primer ministro 
de un gobierno de transición. En el 2008, hubo otro 
brote de violencia dirigido por antiguos soldados. 
Ambas crisis evidencian la profunda desconfianza y 
tensiones dentro de facciones del sector seguridad, 
las cuales requerían que existiesen fronteras legales 
claramente definidas, que se crearan mandatos y 
misiones y la supervisión y apoyo por parte de la 
comunidad internacional. 

Desafíos para un método participativo:  
El Proyecto de Sociedades Destruidas  
por la Guerra [The War-Torn Societies 
Project] y la RSS de Guatemala

En 1994, el Instituto de Investigaciones de la 
ONU para el Desarrollo Social (UNRISD) empezó 
“El Proyecto de Sociedades destruidas por la 
Guerra” [“War-torn Societies Project” (WSP)], 
un proyecto de investigación participativa 
encargado de investigar las necesidades de 
las sociedades locales para su reconstrucción. 
En una primera etapa se efectuaron estudios 
piloto en Somalia, Eritrea, Guatemala y Mo-
zambique. Con respecto a la RSS, Guatemala 
es un caso interesante, ya que nos demuestra 
la relación muy compleja que existe entre 
los actores externos, las élites locales y la 
sociedad civil en el proceso de reforma (To-
rres-Rivas y Arévalo de León, 1999): dentro 
del documento base del año 1997 (el primer 
año después de que la guerra terminó), 
los actores participantes identificaron que 
la administración de justicia y la seguridad 
ciudadana era uno de los temas principales 
que necesitaban abordarse para construir la 
paz. La propuesta para seguridad pública y 
participación pedía un mayor acceso a la jus-
ticia en las áreas rurales y una transformación 
de las instituciones de seguridad pública, 
tales como la Policía, la Procuraduría y el 
Poder Judicial. Estas propuestas eran comple-
mentarias al enfoque principal a la RSS en el 
acuerdo de paz; este —como en la experiencia 

salvadoreña— imaginaba una nueva policía 
civil, la reducción de las Fuerzas Armadas y 
un nuevo mandato con la responsabilidad 
exclusiva de proteger las fronteras, en adición 
a la DDR de los grupos guerrilleros pequeños 
remanentes y un fortalecimiento del Poder Ju-
dicial (De León y Sagone, 2005). Con el apoyo 
de donantes internacionales, las organizacio-
nes de la sociedad civil conformaron una jun-
ta asesora para políticas de seguridad (Con-
sejo Asesor de Seguridad, CAS). La influencia 
del CAS dependía de la voluntad del gobierno 
de turno de tomarse en serio a esa junta y de 
la presión de los donantes internacionales, 
respectivamente. A pesar de la considerable 
asimetría de poder, la cooperación entre es-
tos actores locales e internacionales condujo 
a la creación de la Comisión Internacional 
Contra la Impunidad en Guatemala (Cicig, 
como se le conoce en español), en 2008. 
Durante los años posteriores se efectuaron 
reformas considerables a la Procuraduría y al 
Poder Judicial. Pero cuando estas reformas 
condujeron a acusaciones formales en contra 
de las aún poderosas élites políticas, castren-
ses y económicas, no se prolongó el mandato 
de la Cicig, el personal tuvo que abandonar 
el país y los actores locales que favorecían la 
reforma se fueron al exilio (Gutiérrez, 2016; 
Open Society Justice Initiative, 2016).

Fortalecimiento del Estado  
y tendencias autoritarias 

Los fondos para construir la paz y específicamente 
los fondos de RSS abrumadoramente van de forma 
directa al Gobierno central o, por lo menos, son 
canalizados a través de este para fortalecer su capa-
cidad de prestar seguridad. Un estudio reciente de 
la Universidad de la ONU [United Nations University] 
(Day et ál., 2021) resalta que dicho manejo de los 
fondos puede —de forma no intencional— apoyar 
tendencias autoritarias y, por ende, poner en pe-
ligro los esfuerzos de construcción de paz, en la 
medida en que los Gobiernos tienden a expandir 
el poder ejecutivo a costillas de la rendición de 
cuentas. Este problema es aún más grave en países 
sin un acuerdo de paz, donde el Gobierno terminó 
la guerra con una paz de los vencedores y sin 
necesidad de negociar la inclusión de cualquiera 
de las fuerzas opositoras. 



18 Reforma al sector seguridad después de la guerra: lo que se sabe y lo que se desconoce de los casos alrededor del mundo

Por ejemplo, Uganda había sido por mucho 
tiempo la “consentida” de la comunidad interna-
cional: los Gobiernos de todo el mundo aplaudían 
su postura de darle cabida a millones de refugia-
dos provenientes de países vecinos que estaban 
en conflicto (véase Whitfield y Fraser, 2009). Para 
asegurar el orden y la seguridad, países donantes 
como el Reino Unido, Alemania o Irlanda apoyaron 
al Gobierno de Uganda en su esfuerzo de reforma y 
capacitación de la Policía. Este país a menudo había 
sido evaluado cautelosamente de forma positiva 
como beneficiario de ayuda internacional para el 
sector seguridad6, y al mismo tiempo era fuerte-
mente criticado por partidos opositores en casa. 
Aunque existe la profesionalización y capacitación 
de la Policía, esta es percibida a menudo como una 
herramienta del régimen para asegurar su propia 
supervivencia, pero no para prestar seguridad y 
orden en general (Kagoro, 2018).

En Burundi, el Acuerdo de Arusha en el año 
2000 incluyó bastantes disposiciones sobre RSS: 
este estipulaba una representación equilibrada 
entre los hutus y los tutsis, la profesionalización 
de las instituciones de seguridad y de justicia, la 
creación de un nuevo servicio nacional de policía 
y la desmovilización de decenas de miles de com-
batientes. Aunque así se dispuso, la guerra civil sí 
continuó, porque uno de los principales grupos 
rebeldes, el grupo CNDD-FDD (Conseil National pour 
la Défense de la Démocratie – Forces de Défense 
de la Démocratie) de los hutus no formó parte de 
las negociaciones. El Gobierno interino firmó un 
cese al fuego con el CNDD-FDD en 2003, y fueron 
implementadas las primeras pocas disposiciones 
de RSS del Acuerdo de Arusha, tales como la forma-
ción de un nuevo ejército y fuerza policial. Con las 
elecciones del 2005, llegó al poder el CNDD-FDD, 
pero las tensiones con el grupo rebelde hutu Pa-
lipehutu–FNL y las luchas por el poder dentro del 
CNDD-FDD continuaron y detuvieron los esfuerzos 
de RSS. En los años siguientes, el CNDD-FDD, con el 
presidente Nkurunziza, alejó al país de la senda 
democrática pactada en los acuerdos de Arusha 
y lo condujo hacia un mayor autoritarismo y un 
gobierno unipartidista. Comenzó entonces una 
crisis política que persiste hasta hoy, marcada por 
protestas multitudinarias y excesiva violencia por 
parte de las fuerzas de seguridad en contra de los 
manifestantes; pero también un intento de golpe 
de Estado en contra de Nkurunziza en el 2015. El 

6	 Véase, por ejemplo, la Asociación OTAN de Canadá 
[NATO Association of Canada], http://natoassociation.ca/
ugandas-defence-reforms-in-review/

acuerdo de paz de Arusha no trajo la paz deseada 
para el país. Las disposiciones políticas y de seguri-
dad no se implementaron, y el faccionalismo entre 
los distintos partidos continuó y provocó años de 
agitación política.

En el vecino Ruanda, la situación era ligera-
mente diferente. Allí la RSS fue sobre todo impul-
sada por el gobierno liderado por los tutsis de 
Ruanda. Después del genocidio en 1994, y de la 
caída de las principales instituciones estatales, 
el Frente Patriótico Ruandés, conocido en inglés 
con el nombre de Rwandan Patriotic Front (RPF) 
llegó al poder y se dispuso a fortalecer el sector 
seguridad del Estado. Todas las áreas principales 
de seguridad estatal, Policía, Ejército y Poder Ju-
dicial fueron o bien destruidas o consideradas no 
aptas para funcionar, ya que todas ellas habían 
estado fuertemente involucradas en el genocidio 
mismo. Debido a la fallida respuesta por parte de 
la comunidad internacional durante el genocidio, 
el RPF optó por rechazar la mayor parte de la ayu-
da internacional en el proceso posgenocidio de 
RSS —excepto aquella proveniente de los donantes 
bilaterales, tales como los EE. UU., el Reino Unido o 
Alemania— (SSR Resource Centre, 2014). Mientras 
que dicha disposición logró una alta apropiación a 
nivel local y un proceso de RSS exclusivamente en 
manos del nuevo gobierno del RPF, los aconteci-
mientos de los últimos años apuntan a un riesgo que 
subyace a esta estrategia: el país se volvió mucho 
más autoritario, y la posibilidad de oponerse o de 
criticar las políticas gubernamentales es restringida. 

Otro ejemplo de una reacción autoritaria 
aunque medie un acuerdo durante el proceso de 
paz es Camboya (Hendrickson, 2000). El acuerdo 
de Paz de París, suscrito en 1991, creó una Admi-
nistración Interina de la ONU (Untac) e inició un 
proceso de transformación hacia una democracia 
liberal. Sin embargo, el Khmer Rouge se rehusó 
a desmovilizarse, regresaron a la lucha armada 
y se replegaron a la frontera tailandesa. La ONU 
impuso sanciones, pero a la vez siguieron con la 
preparación de las primeras elecciones de pos-
guerra (París, 2004, pp. 79-90; Peou, 2002). En 
las primeras elecciones después de la guerra, 
en 1993, los monarquistas obtuvieron la más alta 
votación, seguidos del partido CPP (Cambodian 
People’s Party). Para mitigar el conflicto, el prín-
cipe Sihanouk creó un acuerdo para compartir 
el poder con dos coprimeros ministros: Hun Sen, 
del CPP; y Norodom Ranariddh, del Frente Unido 
Nacional por una Camboya Independiente, Neu-
tra, Pacífica y Cooperativa (Funcinpec). Y como el 
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CPP controlaba ya la mayoría del aparato estatal, 
cogobernar fue difícil. El conflicto político por el 
control del Estado no desapareció, sino que se 
intensificó nuevamente para las elecciones de 
1998. El partido político CPP “resolvió” el conflicto 
en 1997 por medio de un golpe de Estado y un giro 
hacia el autoritarismo. Aunque en Camboya hay 
elecciones, estas no son libres ni justas. Durante 
los años siguientes el régimen liderado por el CPP 
impulsó una estrategia de pacificación, que incluyó 
elementos integracionistas y represivos a la vez, y 
dejó claro que el monopolio de la fuerza quedaba 
en manos del Estado. El eje central del poder (y 
del conflicto) es la red de clientelismo que se creó 
alrededor del primer ministro Hun Sen y del CPP.

Croacia se destaca como un ejemplo positivo 
de RSS con un alto grado de participación local y 
un desarrollo democrático positivo en los años de 
posguerra. Con la ayuda de donantes (principal-
mente la UE) y el prospecto de democratización 
como parte de los requisitos para acceder como 

miembro a la UE, en Croacia reformaron su sector 
de seguridad y atacaron los principales problemas 
de la posguerra (Alexander, 2008). Georgia es otro 
Estado de Europa Oriental que logró reformar su 
Policía para que pasase de ser una organización 
corrupta y criminal a ser una institución altamente 
eficiente y digna de confianza (Kakachia y O’Shea, 
2012). Sin embargo, el Estado de Georgia sigue 
sufriendo la amenaza externa de Rusia y continúa el 
conflicto con las repúblicas separatistas de Abjasia 
y Osetia del Sur, hechos que opacan el éxito de la 
reforma a la Policía de Georgia. 

Existe una delgada línea entre la democrati-
zación y la reacción autoritaria, y el proceso no es 
lineal. A menudo el panorama político en países en 
posguerra está fraccionado, y algunos partidos son 
proclives a acumular el poder una vez elegidos. Es 
importante asegurar que la democratización no se 
quede solamente en el acuerdo de paz, sino que 
su efectiva implementación sea monitoreada con 
la ayuda de distintos actores de la sociedad civil. 
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La RSS sigue una secuencia temporal: primero, 
DDR; segundo, las reformas a las Fuerzas 
Armadas y a la Policía; y, en tercer lugar, 
si acaso, la reforma judicial (más allá de 

la justicia transicional). Esto prioriza la gestión de 
los efectos directos de la guerra y de la violencia 
y carece de un carácter abarcador que promueva 
la transformación a gran escala de la sociedad. 
Cambiar el mandato y la estructura de las Fuer-
zas Armadas y la Policía, al igual que introducir 
mecanismos de supervisión puede incrementar la 
eficiencia, pero no necesariamente la legitimidad 
de esas instituciones.

El Salvador es la mejor muestra de estas li-
mitaciones. Allí el proceso de desmovilización 
transcurrió bastante bien —excepto por el hallazgo 
de armamento del FMLN, en 1993, escondido en 
Nicaragua, lo que debilitó la posición que tenía el 
FMLN con los actores internacionales—. Las demás 
reformas diseñadas dentro del Acuerdo de Paz de 
Chapultepec de 1992 pretendían un cambio funda-
mental al sistema represivo del pasado mediante 
la evaluación de comportamientos del pasado y el 
despido de aquellos individuos responsables de 
violaciones a los derechos humanos, cambios en el 
mandato y la independencia judicial. La reducción 
en el pie de fuerza del Ejército y la reforma a su 
mandato, al igual que la creación de una nueva 
institución de policía civil tomaron más tiempo y 
fueron socavadas por el “pánico moral” difundido 

por los gobiernos de derecha con respecto a la 
seguridad pública y por la inserción del Ejército 
en las operaciones de seguridad pública (Kurten-
bach y Reder, 2021). La reforma judicial no era 
una prioridad para el gobierno del partido Arena 
y se tornó difícil en virtud de la segunda ley de 
amnistía, que dejó inútiles las recomendaciones de 
la Comisión de la Verdad —como la de investigar a 
los magistrados de las altas cortes—. No obstante, 
organizaciones locales e internacionales de dere-
chos humanos abogaron por el cambio y estuvieron 
en contra de la impunidad por las atrocidades del 
pasado y mantuvieron el tema en la agenda política. 
El apoyo tanto técnico como financiero para las 
reformas judiciales provino de la Agencia para el 
Desarrollo Internacional de los EE. UU. [US Agency of 
International Development (Usaid)], con un fuerte 
enfoque en capacitar para aumentar las aptitudes 
y profesionalizar a jueces y a otros funcionarios 
judiciales, al igual que modernizar los códigos 
penal y civil. El cambio gradual en el Poder Judicial 
inició en el año 2009 con la elección de cinco jueces 
independientes, cuatro de los cuales se convirtieron 
en miembros de la Corte Constitucional. En 2016 
pareció que estos esfuerzos dieron frutos, cuando 
la Corte Constitucional declaró inconstitucional la 
ley de amnistía de 1993, y trajo nuevamente ante 
las cortes algunos casos paradigmáticos, como el 
de la masacre de El Mozote (Kurtenbach, 2019; 
Cerqueira y Arteaga, 2016). 
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RSS es un proceso bastante político en el que 
confluyen intereses económicos, políticos y 
castrenses y en el que las capacidades de 
las élites locales y nacionales son factores 

principales que van formando los resultados. Gua-
temala es un caso obvio de cómo se logra minar 
un proceso de RSS en un acuerdo de paz integral 
para mantener la influencia y el poder.

Redes entre el Ejército, la Policía  
y el crimen organizado: los poderes  
no tan ocultos en Guatemala

Aunque las divisiones étnicas y sociales son 
significativas en Guatemala, el mayor pro-
pulsor de la violencia era la codicia, tanto de 
las élites existentes como de las emergentes, 
para mantener y enriquecer el modelo de 
desarrollo basado en mano de obra barata 
proveída por comunidades indígenas y su ex-
clusión política y social durante la mayor parte 
de la historia de Guatemala. El Ejército contro-
ló el aparato estatal y empleó la guerra contra 
la insurgencia para asegurar e incrementar su 
control sobre la tierra y la mano de obra. La 
segunda columna sobre la cual se construyó 
el enriquecimiento económico fue el control 
fronterizo, que hasta los años ochenta había 
sido bastante poroso y permitía la migración 
por temporadas, primordialmente desde Mé-
xico hacia Guatemala. Sin embargo, la impor-
tancia de estas fronteras (y su control) aumen-
tó cuando más de 100 000 indígenas huyeron 
de la violencia por la frontera con Chiapas, 
en México. Además de servir una función 
de contrainsurgencia, el control fronterizo 
también permitió la exportación de bienes 
legales e ilegales, tales como maderas finas, 

aceites, vehículos, y apropiarse de las finanzas 
relacionadas con estas actividades. Aunque el 
enriquecimiento de individuos de las Fuerzas 
Armadas y de la institución en general ya se 
han discutido (Brenes y Casas, 1998), las élites 
militares de Guatemala crearon una economía 
de guerra que no financió a la guerrilla insur-
gente, sino a las Fuerzas Armadas, usando 
recursos ilícitos para financiar su lucha y para 
enriquecerse.

Debido a esta creciente independencia 
económica, el Ejército se convirtió en un actor 
cada vez más importante y autónomo. De 
todas formas, esto a su vez provocó fracturas 
dentro del Ejército, entre el Ejército y las élites 
económicas, al igual que entre las distintas y 
cambiantes coaliciones. Si bien compartían 
intereses económicos similares, la oligarquía 
tradicional de Guatemala y el Ejército estaban 
en desacuerdo respecto al nivel de violencia. 
Un golpe militar sacó del poder al régimen del 
general Ríos Montt en 1983 y con eso inició un 
proceso de apertura política bajo control mili-
tar. Se redactó una Constitución nueva, se hi-
cieron elecciones y se instaló un gobierno civil 
en 1985. No obstante, el Ejército siguió siendo 
un jugador importante con un poder de veto 
considerable. Cuando la guerra terminó con 
un acuerdo de paz integral en 1996, los mili-
tares formalmente quedaron por fuera de las 
instituciones del Estado, pero conservaron un 
enorme poder de veto y potencial detractor, 
sobre todo, en lo concerniente a la RSS, de-
bido a su poderío económico y militar. Hubo 
ciertos cambios en el tamaño del Ejército y en 
sus altos mandos, pero su poder económico 
(como institución, pero también de los indivi-
duos retirados) no se vio afectado. Al mismo 
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tiempo, muchos oficiales, tanto de rango 
como de las bases, hicieron su transición hacia 
la política o se involucraron directamente en el 
crimen organizado (Kading, 1999; Keen, 2003; 
Schirmer, 1999).

La experiencia de Guatemala nos ofrece 
la evidencia sobre la necesidad de: 1) analizar 
la economía política de los procesos de RSS 
para identificar los obstáculos más grandes 
que no pueden ser resueltos por medio de 
cambios técnicos o procedimentales; 2) im-
plementar rápidamente reformas profundas, 
siempre y cuando exista el impulso para 
hacerlo. En Guatemala el referéndum sobre 
reformas constitucionales que se perdió en 
1999 fue un punto de giro muy importante 
que cerró la pequeña ventana de oportuni-
dad que se abrió después de finalizar la gue-
rra; y 3) responsabilizar a los autores directos, 
pero también a los políticos, de las atrocida-
des de la guerra, ya que, de lo contrario, po-
drían recuperar influencia y poder por medios 
legales e ilegales. La amenaza abierta de un 
golpe de Estado por el presidente Jimmy Mo-
rales en 2018 es un ejemplo claro de esto.

En la RDC, al igual que en muchos países 
latinoamericanos y africanos, siempre ha existido 
un fuerte vínculo entre las élites políticas y las 
castrenses. El exdictador Mobutu llegó al poder 
por medio de un golpe de Estado en 1960, y 
siempre instrumentalizó a las Fuerzas Armadas 
para mantener el control sobre todo el país y para 
poder explotar los ricos recursos naturales de la 
RDC (Zaire, en ese entonces). Se pretendía que las 
Fuerzas Militares fuesen reformadas como parte 
del proceso de paz tras el final de la guerra en el 
2003. El apoyo para este proceso provino de la 
fuerza de paz internacional Monusco, al igual que 
de donantes bilaterales. No obstante, el Ejército 
continúa siendo actor activo en el sinnúmero de 
conflictos del país: son perpetradores de violencia 
a gran escala contra los civiles, incluida violencia 
sexual y graves violaciones a los derechos hu-
manos, y explota los vastos recursos naturales 
del país. El expresidente Kabila vio en el Ejército 
congolés a su mayor aliado para mantenerse en 
el poder. Como nuevo presidente, Félix Tshiseke-
di se propuso adelantar una gran reforma para 
todo el país, pero los resultados están por verse 
(Ntung, 2019).
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Aunque el debate sobre una estrategia 
desde arriba hacia abajo y desde abajo 
hacia arriba para la reforma al sector se-
guridad nos ha dado varias e importantes 

luces, el enfoque en las relaciones Estado-socie-
dad en RSS es poco común, aunque sí existe un 
debate emergente sobre la necesidad de incluir 
la perspectiva de género y a las minorías étnicas 
en el diseño e implementación de RSS.

Estrategias inclusivas: género

Las instituciones del sector seguridad tienden a 
estar muy enfocadas en las distinciones de género 
y usualmente se caracterizan por la dominancia de 
los hombres y el respaldo del patriarcado (True, 
2013). Esto es aún más típico en sociedades de 
posguerra que a menudo se enfrentan a ideas 
de masculinidad tóxica para el reclutamiento de 
combatientes, y a la violencia generalizada desple-
gada contra grandes porciones de la población. 
Para contrarrestar estas condiciones tóxicas en el 
sector seguridad, la inclusión de la perspectiva 
de género en los procesos de reforma al sector 
seguridad se ve cada vez más como algo de suma 
importancia por parte de actores internacionales 
y domésticos. 

Hay una variedad de estrategias para incluir 
la perspectiva de género en el sector seguridad 
(véase True y Parisi, 2013): empezando por contratar 
a mujeres en los campos típicamente ocupados 
por hombres, revaluando a la mujer y la feminidad 
al tiempo que se promueven las contribuciones 
distintivas que ellas han hecho y reconociendo 
la complejidad de las relaciones de género, fiján-
dose en la interseccionalidad con otros factores 
sociales, como la etnicidad, hasta, inclusive, un 

desafío radical al marco existente y el objetivo de 
lograr transformar estructuras patriarcales. Dada 
la mencionada trayectoria de dependencia de 
las instituciones de seguridad en las sociedades 
de posguerra, la integración de la perspectiva 
de género casi nunca es radical ni revierte por 
completo las estructuras patriarcales existentes. 
Por el contrario, el cambio suele producirse en 
pequeños pasos y tampoco es lineal.

En ningún otro lugar se hace esto más evi-
dente que con los esfuerzos por reformar la Policía 
en Afganistán, que fueron apoyados ampliamente 
por la misión de policía de la Unión Europea en 
Afganistán [Eupol Afghanistan mission]. La parti-
cipación más activa de las mujeres en el sector de 
la seguridad fue prioritaria al inicio de la misión 
internacional, ya que había una falta de repre-
sentación de las mujeres en todos los ámbitos 
(Ansorg y Haastrup, 2018, p. 1136). Por eso, el 
enfoque de género quedó insertado en el diseño 
y la conceptualización de la misión. Aunque es 
cierto que la Eupol obtuvo algunos éxitos, por 
ejemplo, al ayudarle al Gobierno afgano a crear 
las Unidades de Respuesta para Familias (Family 
Response Units) dentro de la Policía Nacional 
de Afganistán (ANP), la inclusión de mujeres en 
la fuerza policial avanzó muy lentamente. Una 
auditoria efectuada a los siete años de haberse 
hecho la misión halló que tan solo el 2 % de la 
nueva fuerza policial eran mujeres (European Court 
of Auditors, 2015). Desde el retiro de las fuerzas 
internacionales y la retoma del poder por parte de 
los talibanes, casi todos los logros de la misión en 
cuanto a la perspectiva de género y la inclusión 
femenina se han revertido. Aunque ya son dos 
décadas de fuerte intervención internacional, las 
normas sociales dominantes se reforzaron de la 
noche a la mañana. 
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La integración de la perspectiva de género 
en el sector de la seguridad en Ucrania, por el 
contrario, fue impulsada en gran medida por ac-
tores feministas de la sociedad. Aunque el género 
no ocupaba una alta posición en la agenda de la 
misión de la UE en Ucrania, fue el nombramiento de 
la Dra. Ekaterine Zguladze como la primera ministra 
encargada de asuntos internos de Ucrania lo que 
hizo cambiar fundamentalmente las prácticas de 
género dentro de la fuerza de policía de Ucrania 
(Ansorg y Haastrup, 2018, p. 1135). Ella hizo de la 
integración de la perspectiva de género una de las 
principales prioridades de su mandato y consiguió 
que una cuarta parte del nuevo cuerpo de patrullas 
de la Policía fueran mujeres. Uno de los resultados 
de esta mayor representación femenina fue que 
delitos basados en género, como la violencia do-
méstica, se denunciaron más que antes. 

Inclusión de minorías étnicas

En especial en sociedades profundamente divididas 
con quiebres étnicos complejos o superpuestos, 
RSS a menudo tiende a reflejar a la sociedad con 
el fin de integrar a todos los grupos sociales o 
étnicos en las fuerzas de seguridad reformadas, 
a menudo con el auspicio de una fuerza de paz 
internacional. El Acuerdo de Arusha que se firmó 
en Burundi definió una cuota del 50 % de hutus y 
tutsis en las fuerzas de Policía y del Ejército (Rumin, 
2012). Esta fórmula no implica una representación 
exacta de todos los grupos étnicos acorde con su 
representación en la sociedad (la cual es, a grandes 
rasgos, 85 % hutus, 14 % tutsis y 1 % twas); pero lo 
que sí logró fue cambiar las relaciones de poder, 
pues los tutsis habían controlado al Ejército de 
Burundi por décadas. Sin embargo, el rebrote de 
violencia en este país apunta a otros asuntos de 
la posguerra, por ejemplo, la polarización entre 

el Gobierno y la oposición y la falta de control 
democrático del Gobierno. 

En Bosnia, la administración de la ONU introdu-
jo el sistema de cuotas étnicas para así asegurar que 
los tres grupos minoritarios tuvieran representación 
en las fuerzas de seguridad (Collantes-Celador, 
2006, p. 60). Esto condujo, no obstante, a anta-
gonismos o discriminación ocasional por parte 
de los nuevos colegas, o a que algunos cargos 
permanecieron vacantes al no poder hallar a ningún 
funcionario u oficial del grupo étnico requerido 
para una región en particular (Collantes-Celador, 
2006, p. 63). 

Una representación étnica equitativa puede 
hacer una diferencia fundamental en la forma 
como se percibe la seguridad en países en pos-
guerra. Por ejemplo, en Kosovo, el haber incluido 
a las minorías étnicas dentro de la Policía, el Poder 
Judicial y los llamados consejos de seguridad 
municipales y comunitarios (MCSC) aumentó la 
percepción de seguridad entre los encuestados en 
los distintos municipios (Gray y Strasheim, 2016). 
Sin embargo, los datos nos muestran que no se 
trata solamente de contratar a minorías étnicas. 
Hay factores como la educación, la capacitación, 
el idioma, los prejuicios y el coste que pueden ser 
desafíos potenciales para la inclusión de grupos 
étnicos minoritarios en el sector seguridad (Gray 
y Strasheim, 2016, p. 352).

La representación de minorías étnicas, o inclu-
sive de los excombatientes que son considerados 
adversarios del Gobierno, es de suma importancia 
en un país en posguerra, y lo mismo cerciorarse 
de que exista representación de todos los grupos 
sociales en el sector seguridad. Simultáneamente, 
este se convierte en uno de los temas más álgidos, 
ya que a menudo implica tener que invitar al anta-
gonista al núcleo de los servicios de seguridad, y, 
por ende, este proceso debe venir acompañado 
de capacitación cuidadosa y medidas educativas.
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Las reformas judiciales en la mayoría de 
las sociedades de posguerra se reducen 
al tema de afrontar las atrocidades del 
pasado, que es importante. Aunque este 

puede tener un aspecto preventivo al deslegitimar 
el uso de la violencia (Kim y Sikkink, 2010), son 
necesarias políticas más amplias para promover 
la responsabilidad y el Estado de derecho, ya que 
estas sirven como marco central para las relaciones 
Estado-sociedad (Donais y Barbak, 2021) y son 
cruciales para otras reformas de posguerra. Sin 
un poder judicial eficaz y la voluntad política de 
llevar a los responsables dentro de la institución a 
los tribunales, la impunidad prevalecerá y socavará 
otras reformas. La creación de un sistema judicial 
independiente como un elemento de RSS de pos-
guerra puede servir de ayuda para promover el 
respeto por el Estado de derecho entre los actores 
de seguridad y disminuir aún más la probabilidad 
de que se involucren en manifestaciones no legales 
de violencia (Testa et ál., 2017). Adicionalmente, 
un Poder Judicial eficiente a lo mejor garantice 
la cohesión social, puede salvaguardar la imple-
mentación de acuerdos de paz o la compatibilidad 
con la Constitución, evitar que actores individua-
les acumulen poder o monitorear a la Policía y al 
Ejército (Rose-Ackerman, 2008). Por ende, una 
reforma amplia al Poder Judicial puede contribuir a 
la estabilidad de la paz. De igual forma, los actores 
internacionales involucrados en la construcción de 
la paz a menudo consideran esencial la reforma o 
la creación de un sistema judicial independiente, 
no solo para la construcción de la paz, sino tam-
bién para el desarrollo económico y democrático 
(Messick, 1999; Lorenzani y Lucidi, 2014). 

El Salvador es un caso paradigmático que nos 
muestra cómo una falta de reformas al Poder Judi-
cial pone en riesgo la paz social y, como podemos 

observar en el presente, también la democracia 
(Kurtenbach, 2019). La erosión de la confianza 
en el sistema bipartidista y la falta de controles 
y equilibrios se hizo evidente en las elecciones 
presidenciales de 2019. Nayib Bukele —exalcalde 
de San Salvador con el FMLN, y que dejó el partido 
por una pelea con los líderes— ganó por mayoría 
absoluta (53 %) pese a no contar con el respaldo 
de la estructura del partido. Bukele fundó un par-
tido nuevo (Nuevas Ideas) para las elecciones a 
Congreso del año 2021 y ganó las dos terceras 
partes de las curules —lo que le permitió introducir 
cambios profundos en el Poder Judicial y más 
allá de este—. Esto no habría sido problemático 
si Bukele hubiese seguido los procedimientos 
democráticos. Sin embargo, en el 2020, ingresó a 
la sede del parlamento salvadoreño con el Ejército 
para presionar que se aprobase una ley de apoyo 
financiero para adelantar su plan de seguridad. Y 
en su cuenta de Twitter se autoproclamó como 
“el dictador más cool”, luego, como “emperador 
de El Salvador”, y actualmente se autodenomina 
el Gerente General o CEO de El Salvador (17 de 
noviembre de 2021). A muchos observadores, 
como Human Rights Watch, les preocupa que 
Bukele pueda acabar con la democracia, como 
Daniel Ortega en Nicaragua o Nicolás Maduro en 
Venezuela7. Bukele pensionó a la tercera parte de 
los jueces de El Salvador —otro ejemplo de cómo 
burla las leyes y procedimientos existentes—.

La reforma judicial adelantada en Uganda 
pretende, primordialmente, mejorar la administra-
ción de justicia y brindar acceso a las instituciones 
de justicia de forma equitativa y eficiente a todo 
el pueblo. No obstante, ese punto suele quedar 

7	 https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/jose-miguel-vi-
vanco-bukele-desmantela-instituciones-democraticas-co-
mo-chavez/876130/2021/

https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/jose-miguel-vivanco-bukele-desmantela-instituciones-democraticas-como-chavez/876130/2021/
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/jose-miguel-vivanco-bukele-desmantela-instituciones-democraticas-como-chavez/876130/2021/
https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/jose-miguel-vivanco-bukele-desmantela-instituciones-democraticas-como-chavez/876130/2021/
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en segundo plano en los procesos de reforma en 
Uganda. El Poder Judicial a menudo es inaccesible 
para la mayoría de la población que vive en zonas 
rurales. La corrupción y la ineficiencia conducen a 
una falta de confianza y de aceptación, en especial 
en las comunidades locales. A la vez, algunas co-
munidades regresan a sistemas tradicionales de 

policía y judiciales que habían sido interrumpidos 
durante la guerra y en el tiempo que pasaron en los 
campos de refugiados. En especial cuando se trata 
de casos más pequeños que alteran la paz y el orden 
a niveles muy locales, las comunidades sí prefieren 
estos sistemas tradicionales frente a los estatales, 
que son percibidos como ineficientes y corruptos. 
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Colombia enfrenta varios desafíos en 
cuanto a la reforma al sector seguridad. 
En las últimas décadas, las iniciativas de 
reforma a las instituciones de seguridad 

del Estado (Fuerzas Armadas y Policía) estuvieron 
primordialmente encaminadas a fijar y fortalecer 
el monopolio de la fuerza (Castrillón Riascos y 
Guerra Molina, 2017; Grabendorff, 2009). En el 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto 
y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, 
firmado por las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia – Ejército del Pueblo (FARC-EP) y el 
Gobierno colombiano en 2016, la RSS fue desa-
tendida, aunque existían disposiciones para la 
desmovilización de los combatientes de las FARC-
EP. Desde una perspectiva comparativa, el caso 
de Colombia es sui géneris por el hecho de que 
la reforma judicial fue cronológicamente primero, 
con la aprobación de su nueva constitución política 
en 1991 —una de las más progresistas en la región, 
que incluye una serie de salvaguardas importantes 
para la sociedad civil y los derechos humanos—. 
Aunque estos derechos han sido un tema altamente 
polémico entre las élites, aseguraron un campo de 
acción importante para que actores de la sociedad 
civil defiendan las reformas en el Estado y en la 
sociedad (Birke Daniels y Kurtenbach, 2021). Si 
bien no son formalmente parte de estos esfuerzos, 
las organizaciones de la sociedad civil tienen un 
papel clave en el debate público al comentar sobre 
los planes de gobierno y presentar propuestas 
alternativas para reformar las instituciones de se-
guridad; actualmente la atención está puesta en 
la reforma de la Policía (Grasa, 2019; Grupo de 
Trabajo FIP - Fescol, 2021).

La defensa de una RSS más integral se en-
frenta actualmente a tres retos interrelacionados: 
primero, aunque la violencia en sus diferentes 

manifestaciones disminuyó entre 2010 y 2016, está 
en aumento en ciertas regiones del país, como el 
Cauca y Norte de Santander. Hay varios grupos 
armados no estatales que luchan por el control 
territorial en áreas donde las FARC-EP se desmovili-
zaron (Llorente, 2020; Gutiérrez Sanín, 2020). Otra 
manifestación de la violencia es el aumento en el 
número de asesinatos de defensores y defensoras 
de derechos humanos, activistas ambientales, lí-
deres y lideresas sociales y los exmiembros de las 
FARC-EP (Instituto de Estudios para el Desarrollo y la 
Paz [Indepaz], 2020). Esto pone en peligro el proce-
so general de transformación previsto en el acuerdo 
de paz y que es necesario para evitar un nuevo ciclo 
de violencia. En segundo lugar, las estructuras de 
una economía de guerra están profundamente 
arraigadas en la sociedad colombiana. Estas tienen 
que ver con el negocio de la producción y el tráfico 
de cocaína, pero hoy en día además incluyen un 
amplio conjunto de actividades ilícitas, como la 
trata de personas, la minería ilegal, el maderaje 
y el comercio de animales o especies protegidas 
(Kurtenbach y Rettberg, 2019; International Crisis 
Group, 2021a; Le Billon et ál., 2020). El trasfondo 
estructural de estas actividades tiene que ver con 
que Colombia es un país con uno de los niveles 
más altos de desigualdad del planeta. Finalmente, 
pero no menos importante, las actividades lícitas e 
ilícitas están íntimamente relacionadas con redes de 
corrupción y clientelismo entre las élites políticas 
y económicas, por un lado, y los actores armados, 
por el otro. En consecuencia, se necesita una RSS 
integral, pero la resistencia política (y armada) 
sigue siendo alta.

Para lograr reformar efectivamente sus insti-
tuciones, Colombia necesita adelantar un debate 
público e iniciativas parlamentarias que preparen el 
camino para abandonar las políticas tradicionales 
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relacionadas con la guerra, en las que imperan 
la represión y la victoria militar sobre los actores 
armados no estatales; un camino hacia la segu-
ridad ciudadana con transparencia y rendición 
de cuentas de las instituciones de seguridad del 

Estado. Al mismo tiempo, la seguridad ciudadana 
debe complementarse con políticas de prevención 
de la violencia e inclusión social. Esto es lo que se 
necesita para revertir la caída pronunciada en el 
nivel de confianza en el Estado y sus instituciones. 
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La evidencia recopilada en casos de dis-
tintas partes del mundo ha demostrado 
que implementar una estrategia única para 
todos los casos de reforma a la seguridad 

no funciona en países en posguerra. Aunque la 
seguridad se considera una necesidad general para 
la paz a largo plazo, RSS es un esfuerzo altamente 
dependiente del contexto y de esfuerzos políticos; 
y demanda soluciones hechas a la medida para 
condiciones de posguerra complejas. Esto puede 
abarcar la atención específica a la inclusión de los 
antiguos grupos rebeldes, un enfoque holístico que 
vincule la reforma policial a la reforma judicial o 
un incremento en la representación de los grupos 
menos representados en la actualidad, como los 
grupos étnicos o las mujeres. El caso de Afganistán 
es el ejemplo más obvio; otros ejemplos son la 
RDC o Bosnia. Datos cuantitativos muestran que 
la mayoría de los esfuerzos de RSS al finalizar la 
guerra quedan parcialmente hechos, en el mejor 
de los casos. Si bien los programas de DDR son de 
vanguardia y en ellos la reforma policial tiene un 
papel importante, la reforma judicial y los temas 
relacionados con grupos paramilitares, particular-
mente, parecen difíciles de implementar, incluso si 
ya se han establecido en los acuerdos de paz. Esto 
a menudo se debe a la dinámica de poder en la 
posguerra en el país respectivo, como lo muestra la 
evidencia de los casos de estudio específicos. Por 
ende, no hay una solución “perfecta”, ni siquiera 
una “buena”, a la pregunta por cómo hacer la RSS 
en un país en posguerra. En cambio, se trata más 
bien de hallar compromisos para que las partes 
que estaban en guerra se orienten en el camino 
a la construcción de paz, a la sombra de la guerra 
y la desconfianza.

Si el éxito de la RSS se mide en términos de 
una reducción exitosa de la violencia, las relaciones 
Estado-sociedad y el vínculo entre instituciones 
formales y prácticas informales deben estar en 

el centro de esas actividades. Lo anterior implica 
dos consecuencias prácticas: en primer lugar, el 
punto de partida para RSS debe ser un debate po-
lítico y coaliciones que incluyan a todos los actores 
sociales relevantes. Las experiencias que tuvo el 
programa de las Naciones Unidas para Sociedades 
Devastadas por la Guerra [United Nations War-torn 
Societies Program] en Guatemala nos demuestran 
cuán importante es dicho debate público, a pesar 
de que solo algunas de las recomendaciones fue-
ron implementadas. En segundo lugar, RSS es un 
proceso complejo y a largo plazo, que debe ser 
integral e incluir al Poder Judicial como un vínculo 
principal entre el Estado y la sociedad. La expe-
riencia de El Salvador —un proceso de paz bastante 
exitoso en lo que respecta a la terminación de la 
guerra— evidencia cómo un proceso de reforma 
incompleto no reduce la violencia, sino que la saca 
de la arena política y la lleva a la sociedad. 

Los donantes internacionales pueden apoyar 
RSS en el punto de intersección entre Estado y 
sociedad, pero no pueden ser los líderes. Las es-
trategias desde arriba hacia abajo y centradas en 
el Estado tampoco funcionan, ni a corto ni a largo 
plazo. Pero quedarse al margen en contextos tan 
violentos no es una opción bajo la perspectiva de 
las normas internacionales de derechos humanos, 
el derecho humanitario y la responsabilidad de 
proteger. No obstante, los donantes internacionales 
deben ser más humildes y apoyar, monitorear y 
acompañar efectivamente los esfuerzos de reforma 
a nivel local. El intercambio de conocimientos entre 
los actores locales, nacionales e internacionales 
puede ser el primer paso para evaluar los sectores 
de justicia y seguridad específicos e identificar 
cuáles instituciones son las que funcionan y cuáles 
necesitan reformas. La viabilidad y la extensión de 
las reformas dependerá de los legados históricos, 
al igual que de las relaciones de poder entre el 
statu quo y los actores que promueven reformas.
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